
Criterios de inscripción en el registro 
de entidades religiosas según la Sen­
tencia del Tribunal Constitucional de 
15 de febrero de 2001 

El Registro de Entidades Religiosas, 
ubicado en el Ministerio de Justicia, y 
cuyas funciones vienen reguladas prin­
cipalmente en la Ley Orgánica de liber­
tad religiosa, 711980, de 5 de julio 
(LORL)', y el Real Decreto 142/198 1, 
de 9 de encro1, ha dado pie a diversas 
discusiones doctrinales debido a la sen­
da que ha seguido su funcionamiento en 
la práctica. La polémica viene a surgir 
por la capacidad que la Dirección Ge­
neral de Asuntos Religiosos, encargada 
del Registro, tiene atribuida para dene­
gar la inscripción de aquellos entes re­
ligiosos que se dirigen a ella con el ob­
jetivo de que les sea reconocida su per­
sonalidad jurídica3. Esta posibilidad, 
fundada en el incumplimiento de los 
requisitos que, según el Ministerio de 
Justicia, debe poseer un ente de natura­
leza religiosa, ha sido discutida cuando 
la dene.gación se ha basado en la inexis­
tencia de fines religiosos' o en la ame­
naza que para el orden público ¡llldiera 
representar la entidads. Los intentos de 
impugnación de las resoluciones en que 
se denegaba la inscripción, han dado pie 
a diversas sentencias de los tribunales 
que, por lo general, reconocen la legiti­
midad y razón del Registro en sus deci­
siones. Uno de estos intentos de impug­
nación, el de la Iglesia de Unificacwn, 
ha alcanzado la forma de recurso de 
amparo, dejando en manos del Tribunal 
Consti tucional la posibilidad de dirimir 
la vieja polémica en tomo al Registro. 

A continuación, vamos a analizar la 
respuesta que el Tribunal Constitucional 
ha dado a este recurso en su Sentencia 
de 15defebrerode 2001, y en qué medi­
da puede afectar a la actividad y misión 
futuras del Registro de Entidades Reli­
giosas. Para ello, examinaremos los dos 
aspectos más cuestionados y que el Tri­
bunal Constitucional trata en su senten­
cia: los que se refieren al control de fotl · 
do sobre los fines religiosos y al control 
de legalidad sobre el orden público. 

EL CONTROL DEL REGIS­
TRO SOBRE LOS FINES 
RELIGIOSOS 

La Sentencia de la Audiencia Nacio­
nal de 30-IX-1993 resolvió el recurso 
contencioso-administrativo contra la 
Resolución de 22-XTI- 1992 de la Direc­
ción General de Asuntos Religiosos 
(DGAR), que había denegado la inscrip­
ción en el Registro de Entidades Rel i­
giosas (RER) a la Iglesia de Unificación, 
tanto sobre la base del peligro para el 
orden público como en razón de la au­
sencia de fines religiosos, siendo este 
último el motivo en el que nos vamos a 
centrar a continuación. 

La extensa Resolución impugnada en 
este caso entró en el detalle de lo que, se-
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.1 Et artículo 4 .1° del Real Decreto 

142/t 981, dispone: «Examinada la 

pención de inscripción. el Ministe­

rio de Justicia acordará lo proce~ 

dente. previo infonnc cuando toso­

licite de la Comis ión A>csora de 

LibcrUid Re ligios:I>>. 

' Dice el anículo 3.2" de la Lc:y 
Org:ln1ca de libertad re ligiosa : 

•Qucd:m fucru del ~mbito de pro­

tección de la pre:,cule Ley. las ttclÍ­

vidadcs, fiMiídades y Entidades re­

lacionad:ll> con e l cs1udío y experi­

mentación de lo> fenómeno> psfqui· 

co; o parapsicológicos o ta difu;ión 

de los va lores humanfs tí cos o 

espirituu!ist.as u otros fines análo­

gos ajenos a los religiosos». 

' Este control tiene en cuen1a lo es­
tablecido en el anícuto 3.t • de la 

Ley Orgánica de libenad religiosa: 

~El ej ercicio de los derec hos 

di mamulles de la libertad re ligiosa 
y de culto tiene como Unico límite 
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In protccctón del derecho de los de­

m:!> nJ ejerctcio de su, libenades 

ptibhcns y derechos fundamentales. 

ase como la >alvnguardb de la segu· 

ndad. de la salud y de In moralidad 

p~blica, elemento~ cOtlSlltutivos del 

orden púbhco protegido por la ley 

en el ámbito de una sociedad demo­

crática .... 

' Se preocupa In Audtcnc m Nacio­

nnl de precisar que el carácter reli 

gioso de In entidad se ha ele valornr 

con independencia de la mzonabtli· 

dad o utmctivo de ; u doctrina (FJ 

4• ). 
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ven fa n deci r que el valor iudividua­

li:rodnr o identifi cador de los fi ne< 

de una enudad rchg10sa deberla con­

>iderar..e con relación a cllltdadc> 

que no fueran religtos~: con respec­

to al c.1.~0 que contemplaba, lo im­

ponunte >ería que lo; fine• de la 

ent1dad ptrmitiernn caracteriza.rl.l 
como religto.a y no como ente de 

dtMmta naturnleta, mdcpendicnte­

menle de: ltl!J coincidcllCÍrut con otra~ 

entidade~ que tambi6n puedan cali· 
lica~e como rcligio~tL~. 
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gún la DGAR, merecería el calificativo 
de religioso, para lo cual se habrían de 
reunir los siguientes requisiros: creencia 
en un ser .rupcrior con el que fuero posi­
ble la comunicación; creencia en un con­
j tmlo de verdades docrrinales y normas 
morales emanadas de ese ser superior; y 
un culto organizado. a través del que se 
canal izarla la comunicación con el ser 
superior. La Audiencia Nacional, en su 
Sculencia, avaló el comrol ejercido en el 
RER, y expresamente habló de «Un se­
gundo elemento de control a IOmM en 
cuenta>> -junio al que supondna el relali­
vo al orden público- que sena el que sir­
viera para comprobar en la emidad soli­
citame su carác1er realmenre religioso (FJ 
4°). Y respecto al contenido dado por la 
DGAR al concepro de «rel igioso~. a par­
tir de la definición de la Real Academia: 

«Esta Sala considera plenameme 
válida la noción manejada por la Ad· 
ministración, en razón precisamenle 
a su sencillez y scmido harto genéri­
co, que más bien aboga por una apli­
cación flexible - y por 1an1o acorde 
con la hermenéutica generosa que 
debe presidir el ejercicio de los de­
rechos fundamentales- de la letra de 
la Ley (los "fines religiosos"), fren­
te a la operación de calificación ju­
rídica de los hechos. No hay duda 
de que los elememos imegrames de 
esta detinición cabe reputarlos como 
requisitos mínimos, y en ese sentido 
exigibles• (FJ 7)6• 

Curiosameme, se afirmó por parte de 
la Audiencia ?\acional que este requisi­
ro. que no se había acredirado en la sede 
lld mini<lrativa. <Í lo ~<taha r n 1~ .i11ri<· 
diccional, lo que no implicruia que la 
Resolución impugnada fuera contraria a 
Derecho, ya que la Administración ha­
bía decidido confonne a datos que no 
podían conducir a otra resolución por 
razones imputables a los recurrentes (FJ 
7°). Todo esto no haria más que confir· 
ruar al RER en su 1area de control, pues 
la Audiencia Nacional aseguró que la 
normativa especial sometra a la conside­
ración de la amoridad administrariva dos 
extremos que son claramenre de fondo; 
uno de ellos, los lines religiosos, dijo, por 

razones •de elemental lógica» (FJ 5"). Y 
aprovechó rambién para recalcar que lo 
establecido en la Sentencia del Tribunal 
Supremo 2-Xl-1987 no sería contradic­
lorio con la necesidad de este examen de 
fondo de los fines (FJ 6''f. 

La cuestión de los fines, resuelra así 
en e> la sede, no fue planteada en el pos­
terior r~curso de casación ante el Tribu­
nal Supremo; pero volvería a surgir en la 
Semencia del Tribunal Constitucional de 
15·11·2001', que zanja definitivamente 
esra controversia concediendo el ampa­
ro que solicitaban Jos demandantes y 
declarando procedente la inscripción en 
el RER de la llamada Iglesia de Unifica· 
ción, por considerar que las razones adu­
cidas por la DGAR para la denegación ­
posibles conductas contrarias al orden 
público-no estaban apoyadas en elemen­
tos de juicio que las respaldaran suficien­
lememe. A pesar de este fallo, conside­
ramos que la argumentación del Tribu­
nal Constitucional no contradice sustan­
cialmenrc la práctica llevada a cabo en 
el RER. En lo que toca al punto tratado 
en el presente epígrafe, la Senrencia no 
dedica gran espacio a considerar una 
cueslión ya resuella por la Audiencia 
Nacional; pero esto no impide que inclu­
ya el siguiente párrafo en el FJ 10": 

«En relación con la primera de las 
razones adt1cidasen la resolución ad­
ministrativa para denegar la preten­
dida inscripción, hemos de insistir en 
que la Administración no debe arro­
garse la función de juzgar el COQipo­

neme religioso de las entidades soli­
cimnres del acceso al Regisrro, sino 
our !lt'hr limiiM<r H <'<ln<tH!ar o tw 
arendidos sus estatutos. objeti1•os y 
tines. no son enridades de las exclui­
das por el art. l2 LOLR. Sin embar­
go, en la Resolución de 22 de diciem· 
brc de 1992, la Administración pro· 
cedió de forma inversa. establecien· 
do una serie de criterios con los que 
contrasrar la finalidad religiosa de la 
Iglesia de la Unificación>>. 

A mi juicio, esta opinión del Tribu­
nal Constitucional no esclarece la cues­
tión de la acritud que debe adoptar la 



DGAR ame el requisito de fmes religio­
sos. Parece rechazar el concepto de cali­
ficación para la labor que realiza, prefi ­
riendo hablar de comraración, como si 
el primer término -<le uso y sentido jurf­
dico en ámbitos registra les, no lo olvide­
mos- estuviera teñido de prejuicios y 
opiniones subjetivas basadas en valora­
ciones que no corresponde hacer a la 
Administración. Creo que el Tribunal 
Constitucional olvida que la co11staración 
del requisito, por la que aboga, debe ne­
cesariamente basarse en << una serie de 
criterios con los que contrastar la finali­
dad re ligiosa» de la entidad, sin (JUe ese 
juicio degenere en una actividad no re­
glada. Otm cuestión sería si la actual nor­
mativa proporciona o no los criterios 
necesarios para co11statar-sigo prefirien­
do el término calificar, porque no otro 
sería el resultado de la constatación-que 
se cumple el requisito exigido; pero aque­
llos no pueden de ses timarse como si 
constituyeran componentes de un prejui­
cio, sin establecer al mismo tiempo los 
instrumentos adecuados para discemir en 
este punto. Entiendo, por tanto, que el 
Tribunal Constitucional viene a avalar, 
de una manera ciertamente confusa, la 
tarea de control registra! de los fines re­
ligiosos, ya que la constatación a la que 
alude va dirigida a determinar que la en­
tidad en cuestión no sea de las excluidas 
del ámbito de la LOLR, esto es, que no 
sea ajena a lo religioso, lo que difíci l­
mente se podrá constatar sin tener en 
cuenta qué sea lo religioso. 

EL CONTROL DEL REGIS­
TRO SOBRE EL ORDEN 
PÚBLICO 

El orden público, como límite al de­
recho de libertad religiosa, y como mo­
tivo para denegar la inscripción el Re­
gistro de Entidades Re ligiosa~. también 
ha encontrado su más relevante decisión 
hasta la fecha en la del Tribunal Consti­
tucional que se refiere a la Iglesia de 
Unificación Analicemos en primer lu­
gar el camino recorrido antes de llegar 
a esta Sentencia. 

Como ya hemos señalado, la Resolu­
ci6nde22-XD-1992. por laque la DGAR 
había denegado la inscripción a esta en­
tidad, está extensamente argumentada y 
se apoya en dos principales moti vos: la 
ausencia de naruraleza religiosa y el ries­
go para el orden público. Con relación a 
esta tí! tima consideración, que es la que 
nos interesa ahora analizar, la DGAR no 
partió de lo dispuesto en los estatutos de 
la entidad, apartados juntamente con la 
solicitud, sino que evaluó la actuación 
que tal ente había llevado a cabo en ou·os 
países, a través de la Resolución del Par­
lamento Euro peo de 22 de mayo de 
19849• en que se hace referencia expresa 
a la Iglesia de Unificación; y consideró 
tan1bién lo decidido por el Congreso de 
los Diputados el 2 de marzo de I 98910

• 

en el sentido de exigir al RER un control 
previo de fondo sobre los requisitos de 
la inscripción. Teniendo en cuenta que 
las actuaciones de esta entidad podrían 
vulnerar ellfmite del orden público". la 
DGAR concluyó que la Administración 
debía adoptar una actitud particularmente 
cautelosa contraria a la inscripción de la 
Iglesia de Unificacióll en el RER, «tanto 
en evitación del fraude de ley, como en 
defensa del orden público consti tucio­
nal». 

Esta Resolución fue recuol'ida en vía 
contenciosa-adm inistrativa, dando lugar 
a la Sentencia de la Audiencia Naciona.l 
de 30-IX-1993. En esta Sentencia, que 
desestimó el recurso. dando la razón a la 
DGAR, la Audiencia Nacional afirmó la 
existencia de dos elementos de control 
en la calificación que precede a la ins­
cripción de una entidad en el RER, uno 
de los cuales se referiría a la comproba­
ción de que la entidad solicitante respe­
mseellímitedel orden público ta.l y como 
se define en la LOLR (FJ 4°). Y si la per­
tinencia del control sobre los fi nes ven­
dría justificada por razones de elemental 
lógica, la que se realizara sobre el límite 
del orden público se justificaría por ra­
zones constitucionales (FJ 5"). De al1í se 
extraería la validez trutto de la vfa admi­
nistrativa -<lencgando la inscripción-, 
como de la posterior vía j udicial-cance­
lando la inscripción real izada- , para im­
pedir el acceso aiRER de un ente no con-

' Journa/ Officitl des Cummmum­
teseuroplemrts. 2 de julio de 1984. 

núm. C. t7214t-43. 

'0 BOC. Cougre>o de los Dipullldos. 
núm. 174.de JO de marzo de t989, 

serie E, pp. 4803 y ss., Dictamen, 
propuesoa.< de resolución y conclu­

Siones aprobadas, que la Comisión 

de estudio y repercu>ionc> de las 

sectas en España eleva al pleno del 

Congreso de los Dipuoados en fe­

c ha 2 de marzo de 1989. 
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' En la Re.soluculn, remiti tndose al 

docurnentodell' arlamento Europeo. 

>e alude o ~Jos caso\ de angu>1ill. 

Jcsrunparo y rupturns rruni lmres pro­
vocados por la A'IOCiaCJ<\n para la 

Unificactón del Crhttarusrno en cl 

Mundo de Sun Myung Moon-. co­

nocida en Esp:tna como l gl•sia tk 

Un tjicación o Secra Moon . 

RJA 1996\5082 

1 El extenso voto particular a esta 

Sentencia. fi m1ado por el Magistra­

do Sr Cond~ M:t11fn de !lijas. se fun­

damenta prccisamcrJlC en la interpre· 
tación contraria, la que re lnciona los 

ente< religio1os con ti derecno de 

asoc1:t.cr6n, n10uvo por el que s~ 

conclu; ione' dbcrepan del rollo de 

la Sentenci• . y que le llev>n a aflf­

rnor que • no hay ba.'c e n la Ley ni 

en el Real Decreto pura que del con­

trol de los fmes religiosos de la en­

udad pucd:1n denvarse nn t:njuicia­
miento de la actuación presumible 

de la entidad•. 
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templado por la LOLR o que la concul­
case (FJ 8"). 

Respecto a la~ razones que llevaron a 
la Audiencia Nacional acreerquela Igle­
sia de Unificación ponfa en peligro el 
orden público, se recordó que había sido 
cal ificada por diversas instituciones 
conto una entidad con fines il ícitos cu­
yas actividades constituían un verdade­
ro peligro para la ~alvaguardia de los 
derechos y libertades de los ciudadanos 
(FJ 8°). Se analizaron, al constar en el 
expediente, diversos informes naciona­
les e intemacionales que acreditaban una 
situación objetiva de riesgo para la pro­
tección de los derechos y libertades fun­
damentales, que justiticaría la denega­
ción de la inscripción en el RER, inclu­
:r:endo ideas reñidas con los valores cons­
titucionales (FJ 10°). También se tuVO en 
cuenta su actuación delictiva en otros 
países (FJ 11 •), y se razonó que nada in­
dicaba que su actividad en Espruia se fue­
ra a desmarcar de la que había llevado a 
cabo su entidad matriz (FJ 12•). 

Concluía su argumentación la Audien­
cia Nacional afinnando lo siguiente: 

«La salvaguardia preventiva del or­
den público, en evitación de futuras 
lesiones a los derechos fundamenta­
les y libertades públicas, debe con­
siderarse naturalmente incluida en el 
espíritu y fmalidad del an. 16. 1 de 
la Constitución y el 3.1 de la L O. 
7/80. A ello contribuye en abstracto 
la propia noción de orden público, 
que en algunas de sus esferas de in­
tervención aboga por las ventajas de 

Yn wmrvJ prtYiv v fum:.0n {Jrtrt!J: 
tiva. [ ... ]. La tesis pretendidaporlos 
recurrentes, en deti nitiva, represen­
ta una interpretación sesgada de la 
instintción del orden p(tblico, con­
templándola únicamente en una faz 
represora y punitiva, lo que entraña 
una concepción jurídicamente insu­
ficiente y errónea de dicha figura. 
que esta Sala sencillamente no pue­
de convalidar sin más>> (FJ 12°). 

Llevado el caso en casación ante el 
Tribunal Supremo. este dictó Sentencia 

con fecha de 14-VI-1996'l. En ella se 
comenzó afinnando que los informes del 
Congreso de los Diputados y del Parla­
mento Europeo constituían prueba su­
ficiente de la situación objetiva de ries­
go vulneradora del orden público, por 
la presumible objetividad y el recono­
cido prestigio de que gozaban estas ins­
tituciones (FJ 2°). Continuó recordando 
la trascendencia constitutiva de la per­
sonalidad jurídica civil de la inscripción 
en el RER, amén de otras consecuen­
cias para las entidades inscritas, lo que 
haría a este Registro y su procedimien­
to diferentes a aquellos otros que se vin­
culan al derecho de asociación del arti­
culo 22 de la Constitución (FJ 3°)13

: 

«Consiguientemente la inscripción 
debe ir precedida de una función cali­
ficadora que garantice no sólo los re­
quisitos formales. sino también el 
cumplimicnlo de los conccmienlCl> al 
eomeniuo real, material o de fondo de 
la entidad solicitante. y de entre estos 
de los que garanticen la realidad de 
que los fines que se expresan en la so­
licitud respetarán "los límites estable­
cidos en el art. 3 LO 7/1980, al ejerci­
cio de los derechos dimanantes de la 
libertad religiosa''; límites que vienen 
definidos en ese precepto como "la 
salvaguardia de la ~eguridad, de la se­
guridad, de la salud y de la moral pú­
blica". De ahí que haya que concluir, 
en este punto, que para resolver sobre 
la inscripción de una entidad religio­
sa en el Registro de Entidades Reli­
giosas, la autoridad adminisl!lltiva 
pueda entrnr en considernciones de 
fondo y llegar a denegarlas si de los 
d:IIG§ que G&fm Efl §U [>G<}er ¡;tiE<lE 
inferirseque los fines formalmente ex­
puestos no respetarán en la realidad 
los límites que para ser tenidos como 
religiosos se imponen en la Ley Orgá­
nica de Libertad Religiosa -art. 3-, y 
ello incluso si según esos datos puede 
razonablemente presumirse que la ac­
tividad a desempeñar por la entidad 
solicitante, va a suponer un riesgo para 
el orden público definido por esa Ley 
de Libettad Religiosa» (FJ 3"). 

Y, como se afirmaba al principio. 



se1ían datos suficientes los que infonnen 
de la actividad llevada a cabo por la Igle­
sia de Urlijicaciór• en otros países, en 
detrimento del libre desarrollo de la per­
sonalidad. El hecho de que la entidad 
que deseaba ser inscrita en el RER per­
teneciera, como fi lial, a otra de ámbito 
mundial de la que habían quedado acre­
ditadas vulneraciones de lo que en Es­
palia se entienden como lfmttes al ejer­
cicio del derecho de libertad religiosa, 
bastaría, según el Tribunal, para adop­
tar medidas preventivas de posibles fu­
turas actuaciones de tal índole en nues­
tro país (FJ 3°). Razones todas ellas que 
llevaron al Tribunal Supremo a desesti­
mar el recurso de casación interpuesto. 
por lo que quedaría CCIT'dda la puena del 
RER para una entidad que supusiera una 
amenaza para el orden público. 

Pero la última palabra en este caso 
ha sido pronunciada por el Tribunal 
Constitucional, que estima procedente 
la inscripción en el RER de la Iglesia 
de Unificación, tal y como falla en la 
Sentencia de 15-II-2001, en cuyos ar­
gumentos nos vamos a detener a conti­
nuación. 

Antes de entrar a fundamentar su 
doctrina sobre el orden público con re­
lación a las entidades religiosas, el Tri­
bunal Constitucional parte de la base de 
que ~las comunidades con finalidad re­
ligiosa, en su estricta consideración 
consti tucional, no se identifican nece­
sariamente con las asociaciones a que 
se refiere el an. 22 de la Constitucióm>, 
ya que no necesitarían una fomtaliza­
ción de su existencia para ser ti tulares 
del derecho fundamental de libertad re­
ligiosa. De este modo, para encontrar 
los límites al derecho de libertad reli­
giosa de las comunidades, hay que vol­
ver al artículo 16.1 de la Constitución, 
que establece como tal límite el orden 
público (FJ 5°). 

Para comprender la trascendencia de 
lo sentado por el Tribunal Constitucio­
nal en esta idea habría que considerar la 
centralidad en esta materia de una co­
rrecta ubicación de los derechos de las 
entidades religiosas. El que la relación 

de estas con el RER haya de verse a la 
luz del artículo 16 de la Constitución. y 
no a la del artículo 22. supone. por una 
pane, que no se deban comprender en 
el ámbito del derecho de asociación. y. 
por otra, que la veri ficación de su lfmi­
te propio. con~titucional -el orden pú­
blico-, no tiene porqué mermar la esen­
cia del derecho. 

Dicho lo anterior, el Tribunal Cons­
titucional se preocupa en precisar la di­
ferencia entre el actual RER) ~u inme­
diato antecesor, El Registro de asocia­
ciones confesionales y ministros de los 
cultos no católicos. creado por la Ley 
de ltbertad religiosa de 1967. El nuevo 
Registro, por baber surgido en un mar­
co de respeto a las libertades, persigue 
natura.lmentc fines distintos al instru­
mcntodel periodo franqui~t.a. Así,la fi­
nalidad del RER, a través de la inscrip­
ción en él de grupos que se cons1deran 
religiosos, será la de atribuir personali­
dad jurfdica a dichas entidades de acuer­
do con tal identidad. Pero, además, sur­
ti rá otros efectos que pueden conside­
rarse mtegradores de un status di feren­
ciado dentro del ordenamiento jurídico, 
del que pasan a disfrutar las entidades 
inscritas en el RER. como puede ser el 
de su plena autonomía, conforme al ar­
tículo 6.1• de la LOLR (FJ 7°). 

Señalada; esta~ panicularidade~. que 
sobre todo hay que entender en contra­
posición con lo que afecta a entidades 
acogidas al derecho de asociación del 
artículo 22 de la Constitución, el Tribu­
nal Constitucional se centra en la cues­
tión del control sobre las entidade~ reli­
giosas: 

«llabida cuenta de lo expuesto, la 
articulación de un Registro ordena­
do a dicha finalidad no habilita al 
Estado para realizar una actividad de 
control de la legitimidad de las creen­
cias religiosas de las entidades o co­
munidades religiosas, o sobre las dis­
timas modalidades de expresión de 
las mismas, sino tan solo la de com­
probar, emanando a tal efecto un acto 
de mera constatación que no de cali­
ficación, que la entidad solicitante no 327 



" Viene a dec~r el Sr. Jiménez de 

Parga que la pro tección e.<peeial de 

que goum las entidades mscritas uo 

priva a la.< que no lo están de serti­

tulares del derecho de libertad reli­

giosa; y es que esta inscripción no 

es incluida dentro del núcleo esen­

cial del derecho por el artículo 2 de 

la LOLR, donde aquel se desglosa. 

Por ello, concluye: «Con el enten­

dimiento que vengo propon.iendo del 

htoque de consti tucional idad (en 

este caso. CE más LOLR). no debió 

la Sentencia del Pleno otorgar el 

amparo con el reconocimiento del 

derecho fundamental a la libertad 

reügio>a y al culto, ya que tul dere­

cho no fue conculcado por la Reso­

lución del Ministerio de Justicia, asf 

como tau>poco por las Seutencias de 

la Audiencia Nacional y del Tribu­

nal Supremo. Se denegó la inscrip­

ción. ctcrlumcntc. pero la Iglesia de 

Unilkación goza en España de li· 

bertad religiosa,., 
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es alguna de las excluidas por el art. 

3.2 LOLR. y que las actividades o 
conductas que se desarrollan para su 
práctica no atentan al derecho de Jos 
demás al ejercicio de sus libertades 
y derechos fundamentales, ni son 
contrarias a la seguridad, salud o 
moralidad públicas, como elementos 
en que se concreta el orden público 
protegido por la ley en una sociedad 
democrática, al que se re fiere el artí­
culo 16.1 CE. 

<<En consecuencia [ ... ], mediante di­
cha acli vi dad de constatación, la Ad­
ministración responsable de dicho 
instrumento no se mueve en un ám­
bito de discrecionalidad que le apo­
dere con un cierto margen de apre­
ciación para acordar o no la inscrip­
ción solicitada, sino que su acluación 
en este extremo no puede sino califi­
carse como reglada, y as í viene a co­
rroborarlo el att. 4.2 del Reglamento 
que regula la organización y funcio­
namienlo del RegistrO>> (FJ 8°). 

Es esta una argumentación semejan­
te a la c¡ue emplea para referirse al con­
trol sobre los fmes reUgiosos: la quedis­
Lingue entre los conceptos de califica­
ción y consraració11 , prefirie ndo este 
último, porque se entiende que es la ex­
presión adecuada para referirse al ejer­
cicio de una potestad reglada, como si 
la calificación no pudiera mas que al­
bergar una opinión subjetiva de quien 
comprueba la concurrencia de los requi­
sitos exigidos. 

Este argumento da pie al Tribunal 
Có11l>'\'•Í.tl\..'l.Í5mu ' p-ál<r d1';i11l'ál'..¡llló' ,\1-o\:' 
negación indebida a una entidad de la 
inscripción en el RER - que. en la se­
cuencia lógica del razonamiento em­
pleado, entendemos que sólo podrá dar­
se cuando la actuación administraliva 
sea de calificación, no de constatación­
estará menoscabando el derecho funda­
mental de libertad religiosa de ese gru­
po, por cuanto, como se ha indicado arri­
ba, se la priva de disfrutar de ese statr1s 
especial que. junto con el reconocimien­
to de personalidad jurídica, conlleva la 
inscripción (FJ 9"). 

Es este un punto importante, y así Jo 
enliende el Magistrado don Manuel 
Jiménez de Parga, en un Voto Particu­
lar a la Sentencia al que se adhieren otros 
tres magistrados. En él se manifiesta el 
desacuerdo con el fallo del Tribunal, y 
parte de considerar errónea su postura 
cuando incluye la inscripción en el RER 
dentro del contenido esencial del dere­
cho fundamental de libertad religiosa, 
lo que lleva al Magistrado discrepante 
a proclamar que, no siendo esto así, el 
derecho de libertad religiosa de la Igle­
sia de Unificación no se ve vulnerado 
por no haber sido inscrita en el RER'' . 

En cuanto al juicio acerca del orden 
público como límite de la Jibcrlad reli­
giosa, que supuso la denegación de ac­
ceso de la Iglesia de Unificación al RER, 
el Tribunal Constitucional subraya el 
carácter excepcional de este lfmite, tan­
to en el sentido de no poder considerar­
se como una <<cláusula abierta>> que pue­
da aplicarse a la vista de meras conjetu­
ras o hipótesis, como en el sentido de 
ser el único límite aplicable al derecho 
de libertad religiosa. Deesla última aftr­
mación se hace derivar la imposibilidad 
de utilizarlo como «cláusula prevenli­
va>> que ponga en riesgo el ejercicio del 
propio derecho de libertad religiosa; 
habrá de ser, alirma, en sede judicial 
donde se establezca el posible riesgo 
para la seguridad, la salud y la morali­
dad públicas, los elementos inlegrantes 
del orden público junto con Jos derechos 
y libertades de los demás, y sólo enton­
ces podrá invocarse como limite al de­
recho de libertad religiosa (FJ JI "). 

Oi\.~ ,~\1llllhllilnl!'él1 í'i1ilumn'Comr­
titucional que lo que habrá de acreditarse 
ante los Tribunales es «la existencia de 
un peligro cierto para la seguridad , la 
salud y la moralidad pública», tralando 
de evitar que dicha fu nción se realice 
por parte de los órganos administrati­
vos encargados del RER. Pero esto tam­
bién es utilizar'el límite del orden pú­
blico como «cláusula preventiva>>, al te­
rando nada más la sede compelencial en 
que esa labor se verifica. Por tanto, en­
tendemos que no habrá que esperar a la 
efectiva comisión de acles que vulne-



ren el orden público, porque la acredi­
tación de un <<peligro cierto• de que se 
puede dar ese menoscabo bastará para 
obligar a una actuación limitativa por 
parte de los poderes públicos. 

Pero no termina aquí el margen de 
conlrol sobre el orden público, pues el 
Tribunal Constitucional establece una 
vfa excepcional para que aquel se reali­
ce. Recogemos íntegro el párrafo en que 
esta vía es planteada: 

«No obstante, no se puede ignorar el 
peligro que para las personas puede 
derivarse de eventuales actuaciones 
concretas de determinadas sectas o 
grupos que, amparándose en la liber­
tad religiosa y de creencias, utilizan 
métodos de captación que pueden 
menoscabar el libre desanollo de la 
personalidad de sus adeptos, con 
vulneración del art. 10.1 de la Cons­
titución. Por ello mismo, en este muy 
singular contexto, no puede conside­
rarse conlraria a la Consti tución la 
excepcional utilización preventiva de 
la citada cláusula de orden público, 
siempre que se oriente directamente 
a la salvaguardia de la seguridad, de 
la salud y de la mor'dlidad públicas 
propias de una sociedad democráti­
ca, que queden debidamente acredi­
tados los elementos de riesgo y que, 
además, la medida adoptada sea pro­
porcionada y adecuada a los fi nes 
perseguidos (SSTC 12011990, de 27 
de junio, 13711998, de 29 de junio, 
y l4 ll2000,de29demayo; STEDH 
casos Kokkinakis, Hoffman y C. R. 
c. Sui¡¡¡). Al margen de este supues­
to excepcional, en el que necesaria­
mente han de concurrir las indica­
das cautelas, sólo mediante Senten­
cia firme, y por referencia a las prác­
ticas o actividades del grupo, podrá 
estimarse acreditada la existencia de 
conductas contrarias al orden públi­
co que faculten para limitar lícita­
mente el ejercicio de la libertad reli­
giosa y de culto, en el sentido de de­
negarles el acceso al Registro o, en 
su caso, proceder a la cancelación de 
la inscripción ya existente (art. 5.3 
LOLR)» (FJ JJ"). 

Abre aquí el Tribunal Conslirueio­
nal la puerta a una «excepcional utili­
zación preventiva de la cláusula del or­
den público», que significa la posibili­
dad de que sea la propia Administración, 
como ha ocurrido en el caso de la Igle­
sia de Unificación, la que deniegue la 
inscripción en el RER de una entidad 
por considerar que su acLuación puede 
poner en peligro el orden público. Est5 
el Tribunal Constitucional pensando en 
las llamadas sectas peligrosas. una rea­
lidad en la sociedad actual y un riesgo 
contrastado para el orden público; y al 
hacerlo, habilita al Ministerio de Justi­
cia, como ya hizo el Congreso de los 
Diputados, para emplear la medida pre­
ventiva que está en su mano, esro es, el 
control del orden público en el momen­
to de la inscripción en el RER. El que 
esto deba hacerse de forma excepcional 
no contradice la acruación basta el mo­
mento de la DGA R, vistas las escasas 
ocasiones en que tal motivo ha ~ido el 
que ha llevado a denegar el acceso al 
RER de una entidad. 

Sin embargo, en el caso de la l gh!5UI 
de Unificación. el Tribunal Constitucio­
nal entiende - sin negar que se esté uti ­
lizando legítimamente esa vía excepcio­
nal de control- que no se ha verificado 
suficientemente el riesgo objet ivo para 
el orden público. y que los datos deri­
vados de pronunciamientos de organis­
mos nacionales e internacionales no 
bastan para extender sobre la entidad en 
cuestión un manto de sospecha respec­
to a sus actividades. Tampoco se entien­
den probadas las aludidas conductas 
deLictivas en otros países donde dicha 
entidad está establecida (FJ 12): 

«Hemos de concluir, por rodo ello, 
que ni la Administración responsa­
ble del Registro ni , en sede j udicial. 
los Tribunales del orden j urisdiccio­
nal coutencioso-administrativo, dis­
pusieron de datos concretos y con­
trastados en los que apoyar una uti­
lización cautelar o preventiva de la 
cláusula de orden público impeditiva 
de acceso al Registro de Entidades 
Religiosas y, por tanto, del ej ercicio 
pleno y sin coacción del derecho de 329 



" En esle pum o dtscrepa lmnbi~n el 

Voto Particulnr, en donde >C de> la· 

ca el error de ol\ idar Jo historia que 
uenc la Iglesia de Unificación en 
ulro> país<:>. y se recuerda que «en 
la lilerniUra cientf!iea sobre ¡., re!J· 
gtone.• en el mundn 1 ... 1 se hallan 
anilt.stS nunucio,o.s y profundos de 
la figuro de Sw1 M y un¡¡ Muon y de 
13\ ocho organizaciones con las que 
opera en d1<tin1o~ pafses. Se sabe, 

pueg, lo 4ue Moon y lo> suyos han 
hecho fuera de Es¡>OOa. Unu medi· 
da pruden!e,jurfdicamenle bien fun­

dada[ ... ] e> negar a In Iglesia de Uni­
foc.~c ión el plll; de prolc"Cción csla· 
tal , o <Wtus especifico (en palnbnts 
de la Sentencia del Pleno), de que 

di> frutan las entidlKics rel igiosa.> ins­
criln.• en el Registto del Minislcrio 
de Jusucia». 

• J. MA,.,., cO' S"cooo, ..Confc>io· 
ncs religoo;.a• y Regtstro•. en AA. 
VV .. La liiH!rtad rdog/osa a lar •·e in· 

tr 01ios de stt Le; Orgánica, Madnd, 

19\19. pp. 79-139 
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libertad religiosa de Jos demandan­
tes de amparo>> (FJ 13). 

Con este argumento, el Tribunal 
Constitucional declara nula la denega­
ción de inscripción en el RER a la Jgle· 
sia de U11ijicaciól!. Y me interesa resal­
tar que el moúvo por el que una enti· 
dad, sobre la que existen sospechas de 
su legalidad respecto al orden público, 
podrá acceder al RER no es que en cote 
no pueda denegarse la inscripción como 
res u liado de una actividad de control que 
ponga de manifiesto el riesgo pata el 
orden público gue implica la actividad 
de la entidad solicitante, sino porque 
dicho riesgo no ha sido en este caso, a 
juicio del Tribunal Constitucional, 
fehacientemente acreditado15• 

CONCLUSIÓN 

Considero que desde el :imbito juris· 
diccional se ha respaldado la práctica 
desarrollada por el Registro de Entida­
des Rctigiosas, en todas las sedes donde 
se ha llevado a discusión, desde la Au­
diencia l\acional al Tribunal Constitu­
cional. Si delerminadas resoluciones ju­
diciales no han dado la razón a la Direc­
ción General de Asuntos Religiosos, se 
trala de fallos que, por lo general, no con­
tradicen los fundamentos de la refe1ida 
práctica, sino que han contribuido poco 
a poco a justi fi carla. Aun así, también se 
advierte que algunas sentencias parecen 
recordar la necesidad de que se dé res­
puesta legislativa a las carencias que exis­
ten con relación al concepto de qué sea 
lo rchg¡oso, que es de dificil apreciación, 
pero que al ser abordado desde instan· 
cías administrativas o judiciales, y no le­
gislativas, arrastra una carga de polémi­
ca que no contribuye a su eficacia. 

Por lo que respecta al orden público, 
el Tribunal Constitucional ha avalado 
que se pueda controlar de fonna pre1•ia 
a la inscripción por parte la Adminis-

tración. La excepcionalidad que se re­
comienda en el ejercicio de esta medi­
da. no ha sido precisada en su detalle. 

Se ha afirmado que esla Sentencia 
del Tribunal Constitucional crea un pro­
blema con su indetenninación, que pue­
de hacer el RER im~able, tal y como 
está configurado, lo que haría necesaria 
una nueva reglamentación. Cobran así 
actualidad las diferentes propuestas que 
se han realizado en lomo a una reforma 
del Registro de Entidades Religiosas, 
como la de un nuevo reglamento apor­
tada por el Prof. Mantecón", al que cua­
lifica su conocimiento del asunto desde 
el puesto que ha desempeñado en 
Subdirección de Organización y Regis­
tro de la citada Dirc~ción General. 

En cualquier caso, ninguna futura 
decisión a este respecto podrá obviar los 
criterios teleológicos que informan la 
actividad del RER, cuyo análisis nece­
sariamente habrá de hallarse desprovis­
to de prejuicios respecto a un concepto 
que, pese a su historia, puede tener un 
perfecto encaje democrático: el concep­
to de control. En este sentido, parte de 
la doctrina ha censurado la función 
controladora del RER, función que no 
hay que negar con aprensión, ya no se 
encuentra animada por la intención de 
limitar las libertades, sino por su salva­
guarda. Asf, el control del orden públi­
co, único lfmite constitucionalmente 
reconocido al derecho de liber1ad reli­
giosa, tiene como contenido fundamen­
tal el respeto a los derechos y libertades 
de los demás, y a la salud, la moralidad 
y la seguridad públicas, que también 
nacen de esos derechos. No se trata. oor 
tanto, de que el Es lado limite la libertad 
de los ciudadanos en virtud de la ame­
naza que supone para su existencia -lo 
que inspiró los registros republicano y 
franquista-, sino que son esas liberta· 
des. como fundamento mismo del Esta­
do, lo que el orden público ampara, y 

pata lo que el RER actúa como instru· 
mento de conlrol. 


